         LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

SANCIONA CON FUERZA

DE LEY:

Ley de atención integral para la erradicación de la violencia y la discriminación en el ámbito escolar
Capítulo I

Artículo 1º. - Objeto. La presente ley tiene como fin establecer políticas públicas para reconocer, atender, erradicar y prevenir la violencia y la discriminación en el ámbito escolar, estableciendo las bases para la promoción y la convivencia en las instituciones educativas de todos los niveles y modalidades dependientes del Ministerio de Educación, Deportes y Prevención de Adicciones, en el ámbito territorial de la provincia de Entre Ríos. 

Artículo 2: Son principios orientadores de estas bases:

- El respeto irrestricto a la dignidad e intimidad de las personas.

- El respeto por los valores, creencias e identidades culturales de todos, enmarcado en los principios y normativas de la legislación nacional y provincial.

- El respeto a los derechos y responsabilidades de cada persona, la resolución no violenta de conflictos, el respeto y la aceptación de las diferencias. 

- El rechazo explícito a toda forma de discriminación, hostigamiento, violencia y exclusión en las interacciones.

- El derecho a participar de diferentes ámbitos y asuntos de la vida escolar.

- La utilización del diálogo como metodología para la identificación y resolución de los problemas de convivencia.

- El respeto por las normas y la sanción de sus transgresiones como parte de la enseñanza socializadora de la escuela y de su calidad como espacio público regulado por el Estado.

- La contextualización de las transgresiones en las circunstancias en que acontecen, según las perspectivas de los actores, los antecedentes previos y otros factores que inciden en las mismas, manteniendo la igualdad ante la ley.

- La garantía para el estudiante de que se cumpla con su derecho de ser escuchado y a formular su descargo.

- La valoración primordial del sentido pedagógico de la sanción.

- El reconocimiento y reparación del daño u ofensa a personas y/o bienes de la escuela o miembros de la comunidad educativa por parte de la persona y/o grupos responsables.

Capítulo II

Promoción de la convivencia escolar

Artículo 3: El Ministerio de Educación, Deportes y Prevención de Adicciones, a través del Consejo General de Educación, promoverá la elaboración y/o revisión de normativa sobre convivencia escolar en cada una de las jurisdicciones para los distintos niveles y modalidades de la enseñanza.

Las mismas atenderán los siguientes lineamientos:

a) orientar las acciones de los integrantes de la comunidad educativa hacia el respeto por la vida, los derechos y responsabilidades de cada persona, la resolución no violenta de los conflictos, el respeto y la aceptación de las diferencias.

b) promover relaciones pluralistas, basadas en la reciprocidad y el respeto mutuo,

c) reconocer la competencia de las instituciones, establecida en las normativas  de Educación Provincial, para elaborar sus propios protocolos o acuerdos de convivencia con la participación de todos sus actores, adecuándose a las características específicas de los diferentes niveles y modalidades.

d) promover modos de organización institucional que garanticen la participación de los alumnos en la experiencia escolar, según las especificidades de cada nivel y modalidad. Cuando la edad y madurez de los estudiantes lo posibiliten, prever y regular la conformación y funcionamiento de órganos e instancias de participación, diálogo y consulta en relación con la convivencia escolar.

e) instituir un sistema de sanciones enmarcado en la normativa provincial dentro de un proceso educativo que posibilite al niño, niña y adolescente o joven hacerse responsable progresivamente de sus actos,

f) prever acciones de orientación y apoyo a las instituciones para la implementación progresiva de la normativa jurisdiccional, lo que implica el análisis de las culturas y prácticas institucionales, de la conformación y funcionamiento de los órganos de consulta, como así también de la elaboración y revisión periódica de los acuerdos escolares de convivencia

Artículo 4: El artículo 3 establecerá las bases para elaborar los acuerdos para la convivencia en las escuelas con la participación de sus autoridades y miembros (directivos, docentes, familias, alumnos, en este último caso adquiriendo progresivamente mayor autonomía en relación con sus posibilidades evolutivas). Para ello reconocerá como orientadores los principios de la presente Ley enunciados en el Art. 2do, como así también aquellos que emanen de las resoluciones del Ministerio de Educación, Deportes y Prevención de Adicciones.

Artículo 5: El Ministerio de Educación, Deportes y Prevención de Adicciones, a través del Consejo General de Educación, promoverá la elaboración o revisión de dichos marcos normativos jurisdiccionales estableciendo la constitución y funcionamiento de los órganos e instancias de participación de los diferentes actores en relación con la convivencia escolar, en función de las características de los distintos niveles y modalidades.

Artículo 6: Los marcos normativos enunciados en el artículo 3 dispondrán, además, sobre las sanciones a ser aplicadas en caso de transgresiones, considerando los siguientes principios:

- Deberán tener un carácter educativo, enmarcándose en un proceso que posibilite al niño, niña y adolescente o joven hacerse responsable progresivamente de sus actos, según las características de los diferentes niveles y modalidades.

- Deberán ser graduales y sostener una proporcionalidad en relación con la transgresión cometida.

- Deberán aplicarse contemplando el contexto de las transgresiones en las circunstancias en que acontecen, según los diferentes actores, los antecedentes previos y otros factores que inciden en las mismas, manteniendo la igualdad ante la ley. Además se las deberán definir garantizando el derecho del estudiante a ser escuchado y a formular su descargo.

Quedarán expresamente prohibidas las sanciones que atenten contra los derechos de los niños, niñas y jóvenes a la educación.

Capítulo III

Políticas públicas específicas para el fortalecimiento de las prácticas institucionales y jurisdiccionales
Artículo 7º: Dispositivos de política pública contra la discriminación y el acoso en general. Corresponde al Ministerio de Educación, Deportes y Prevención de Adicciones, a través del Consejo General de Educación:

a) Incorporar y promover la inclusión al diseño curricular en todos los niveles educativos la problemática de la discriminación y el acoso escolar tanto como contenido específico, como en forma transversal.

b) Implementar instancias de formación y asesoramiento en materia de discriminación y acoso escolar para personal docente y no docente de establecimientos educativos de nivel inicial, primario, secundario, terciario y universitario, tanto de gestión estatal como privada.

c) Instrumentar una línea de atención telefónica gratuita y un servicio de atención vía internet con el objetivo de recibir y responder consultas y denuncias, así como proveer asistencia a escolares y estudiantes víctima de discriminación y/o acoso.

d) Conformar un equipo interdisciplinario de profesionales especializados/as en la problemática de la discriminación y el acoso escolar, y mantener un servicio de guardia en horario escolar que actúe en casos de urgencia. Progresivamente se deben conformar equipos interdisciplinarios en los diferentes departamentos, procurando una adecuada distribución geográfica y la atención de las especificidades locales.

e) Promover la incorporación transversal de la problemática de la discriminación y el acoso escolar en los programas educativos de todas las carreras pertinentes de instituciones terciarias y universitarias, a fin de garantizar el compromiso y conocimiento de las y los profesionales respecto de la problemática de la discriminación y el acoso escolar.

f) Promover la conformación de programas terciarios y de actualización docente en servicio sobre la problemática de la discriminación y el acoso escolar, que tengan por objetivo producir conocimiento e investigaciones acerca de estas temáticas.

g) En conjunto con organizaciones de la sociedad civil, elaborar y distribuir materiales informativos y de sensibilización para docentes, en soportes gráficos, audiovisuales y electrónicos, sobre la problemática de la discriminación y el acoso escolar en general, así como sobre las formas de acoso específicas sufridas por determinados grupos vulnerados.

h) Desarrollar jornadas, talleres y otras acciones destinadas a personal docente, no docente y alumnos, en forma conjunta o por separado, orientados a la prevención y análisis de la problemática de la discriminación y acoso escolar. En particular, se insta a la Autoridad de Aplicación a involucrar en estas actividades a organizaciones que traten dicha problemática, así como a aquellas que promuevan los derechos de las personas pertenecientes a diferentes colectivos vulnerados.

i) Implementar en las escuelas de gestión estatal o privada rondas de convivencia en las cuales se aborden los temas relacionados al acoso escolar y la discriminación.

j) Promover el empoderamiento de niñas, niños y jóvenes pertenecientes a grupos vulnerados para que puedan ser parte en la promoción de sus derechos y en la respuesta ante el acoso y los actos y dichos discriminatorios, provengan estos de sus pares o del personal docente o no docente.

k) Difundir en medios masivos de comunicación información relacionada con la problemática de la discriminación y el acoso escolar.

l) Coordinar acciones tendientes al cumplimiento de los objetivos de esta ley con otros ministerios u organismos gubernamentales, en particular con el Ministerio de Gobierno y Justicia -Subsecretaría de Derechos Humanos- y el Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI) -delegación Entre Ríos-, en el ámbito de sus competencias.

Capítulo IV

Observatorio Provincial contra la Discriminación y el Acoso Escolar

Artículo 8: Creación. Créase en el ámbito del Ministerio de Educación, Deportes y Prevención de Adicciones de Educación, en forma descentralizada, el Observatorio Provincial contra la Discriminación y el Acoso Escolar.

Artículo 9: Director/a. El Observatorio estará a cargo de un/a Directora/a, que tendrá a su cargo la administración del Observatorio, la determinación de su estructura organizativa y será responsable del cumplimiento de las funciones asignadas al organismo.

El/la Directora/a del Observatorio será designado por el Poder Ejecutivo con acuerdo constitucional del Senado de la Provincia, con arreglo al Art. 135 Inc. 17° de la Constitución Provincial; y durará en su cargo cuatro (4) años.

Artículo 10. - Funciones. Corresponde al Observatorio:

a) Elaborar un informe anual dando cuenta detallada de las acciones llevadas adelante por la autoridad de aplicación en el marco de las funciones que le confiere esta Ley. Dicho informe debe ser presentado al Poder Ejecutivo y ambas Cámaras del Congreso Provincial antes del 1º de abril de cada año.

b) Recopilar datos e información sobre situaciones de discriminación y acoso en el ámbito del sistema educativo, sistematizarla, elaborar informes estadísticos, publicarlos y difundirlos en forma periódica. En particular, realizar una encuesta anual anónima dirigida a alumnos/as y sus familiares, personal docente y no docente respecto de la problemática de la discriminación y el acoso.

c) Asesorar a todos los órganos del gobierno de la Provincia y de los Municipios, a pedido de los mismos, en la materia de su competencia.

d) Realizar y promover investigaciones multidisciplinarias sobre la discriminación y el acoso escolar.

f) Acordar convenios con UADER y universidades que se encuentren en el territorio provincial, con el objetivo de promover la investigación respecto de la temática de la discriminación y el acoso escolar.

g) Emitir de oficio recomendaciones generales en la materia de su competencia.

h) Compilar y difundir información sobre buenas prácticas en materia de discriminación y acoso escolar en el ámbito nacional e internacional.

i) En la medida de lo posible desagregar toda la información y los estudios realizados por departamentos, con el fin de identificar y estudiar las especificidades locales de esta problemática.

j) Mantener actualizado permanentemente un sitio web que permita el acceso a todos los informes realizados por el Observatorio, así como de cualquier información pertinente que el mismo maneje, salvo aquella que por su naturaleza revista carácter de confidencial.

Capítulo V

Disposiciones Finales

Artículo 11: Protección de datos sensibles. En todos los procesos de investigación y sanción de casos particulares de discriminación y/o acoso escolar, toda la información personal de las personas involucradas se considera información sensible en los términos de la Ley 25.326.

Artículo 12: Reglamentación. El Poder Ejecutivo debe reglamentar esta Ley dentro de los treinta (30) días de su promulgación.

Artículo 13: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

                                                      Fundamentos

Sr. Presidente:

El presente proyecto de ley tiene como objetivo prevenir, detectar y eliminar todas las formas de violencia escolar, así como concientizar y sensibilizar a la comunidad educativa, a las familias y a la población en general sobre esta problemática y sobre la necesidad de una convivencia escolar y académica pacífica, en base al respeto a las diferencias y una visión positiva de la diversidad.

Por ello, los principios rectores de este proyecto son el interés superior del niño o niña, el respeto a la dignidad humana, el enfoque de derechos humanos, las perspectivas de género y diversidad, la no discriminación, entre los más importantes.

El denominado "acoso escolar" (bullying), una epidemia silenciosa que afecta a un gran número de alumnos, y que suele conllevar graves consecuencias.

El "bullying" hace referencia a un grupo de personas que se dedican al asedio, persecución y agresión de alguien, o bien a una persona que atormenta, hostiga o molesta a otra. En este sentido, se trata de conductas que tienen que ver con la intimidación, tiranización, aislamiento, amenaza, insultos, sobre una o más víctimas. Casi siempre, lejos de los ojos de los adultos, con la intención de humillar y de someter abusivamente a una víctima indefensa.

Resulta indispensable visibilizar esta problemática, y comprender que las consecuencias negativas del acoso escolar la sufren tanto las víctimas como quienes lo infligen como victimarios. Por eso, esta norma pretende evitar la estigmatización y criminalización de los y las estudiantes que generen la violencia en tanto que estamos convencidos de que, en una sociedad democrática, la violencia no se erradica con más violencia ni con medios represivos o punitivos. El fin de la norma no es sancionar, sino prevenir toda violencia en el ámbito educativo a través de la construcción de una cultura de la no violencia y el buen trato.

La norma crea un Observatorio sobre Convivencia Escolar que participará en el diseño de las estrategias a seguir en articulación con instancias sociales y académicas, lo que permitirá generar estadísticas y un diagnóstico real de la problemática. Ello proporcionará un monitoreo permanente sobre el fenómeno de la violencia en los centros educativos de la Provincia para elaborar nuevas propuestas que permitan erradicar esta problemática
.

Las escuelas constituyen el lugar en el que los alumnos desarrollan las primeras habilidades para el ejercicio democrático, y en este sentido, educar para la paz, para la democracia y el ejercicio pleno de los derechos implica, entre otros aspectos, favorecer procesos de participación en la institución escolar. Con este propósito se proponen dinámicas institucionales que garanticen la participación de niños y jóvenes en la vida escolar, y cuando las características del nivel y modalidad lo hacen posible, el funcionamiento de órganos de participación democrática, tales como las asambleas, los consejos de convivencia o los centros de estudiantes, entre otros
.

Un aspecto a subrayar es la participación de niños y jóvenes, como así también de sus familias, en la construcción de las normas de convivencia de cada escuela, siempre enmarcadas en una legalidad mayor. Dicha participación es de fundamental importancia para que los estudiantes no sólo reconozcan las legalidades, es decir sepan diferenciar qué se puede y qué no, sino que además las asuman como propias, las perciban como legítimas.

Finalmente, incluí dos propuestas que, en conjunto, entiendo pueden brindarle al proceso de diseño, implementación y monitoreo de políticas públicas una dinámica de mayor efectividad y un tratamiento más integral: la creación de un ente específico de monitoreo, el Observatorio Provincial contra la Discriminación y el Acoso Escolar, y  la Autoridad de Aplicación, através del Consejo General de Educación como ejecutor de la aplicación de las políticas públicas.

Espero que esta propuesta general, que busca tanto atender en el corto plazo las situaciones que suceden en la cotidianeidad del ámbito educativo, como avanzar sobre causas más estructurales de cara a minimizar la violencia y la discriminación en el mediano y largo plazo, contribuya a un debate amplio y pluralista que visibilice esta problemática y a aportar soluciones efectivas y duraderas en defensa de los derechos de niños, niñas, adolescentes -y también adultos- y fundamentalmente del derecho constitucional a enseñar y aprender.

Por todo lo expuesto, solicito a mis pares que me acompañen con esta iniciativa que aborda un problema que tiene repercusión en todos los ámbitos sociales.
� 5184-D-2013  Ferreyra, Araceli – Barrandeguy, Raúl – Ríos Roberto.


� 5371-D-2012  Brawer, Mara – Bernal, María E. – Puiggros, Adriana Victoria – Ferra de Bartol, Margarita y Otros.
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